CADUCIDAD DE LA ACCIÓN – Definición
La caducidad de la acción como fenómeno jurídico implica la imposibilidad de formular ante la jurisdicción unas determinadas pretensiones habida cuenta de que ha transcurrido el término que perentoriamente ha señalado la ley para ejercitar la correspondiente acción. La seguridad jurídica y la paz social son las razones que fundamentalmente justifican el que el legislador limite desde el punto de vista temporal la posibilidad de aducir ante el juez unas concretas pretensiones y por ello se dice que la caducidad protege intereses de orden general.

La caducidad opera de pleno derecho, es decir que se estructura con el solo hecho de transcurrir el tiempo prefijado para ello, y por lo tanto el juez puede y debe decretarla aún de oficio cuando aparezca que ella ha operado. Finalmente, la caducidad, precisamente por ser de orden público, no puede ser renunciada y no se interrumpe sino en los limitados casos exceptuados en la ley.
CADUCIDAD DE LA ACCIÓN – Características – Opera de pleno derecho
Los términos para que opere la caducidad están siempre señalados en la ley y las normas que los contienen son de orden público, razones por las cuales son taxativos y las partes no pueden crear término alguno de caducidad. La caducidad opera de pleno derecho, es decir que se estructura con el solo hecho de transcurrir el tiempo prefijado para ello, y por lo tanto el juez puede y debe decretarla aún de oficio cuando aparezca que ella ha operado. La caducidad produce sus efectos frente a todas las personas sin que sea admisible ninguna consideración sobre determinada calidad o condición de alguno de los sujetos que interviene en la relación jurídica o que es titular del interés que se persigue proteger mediante la respectiva acción. Finalmente la caducidad, precisamente por ser de orden público, no puede ser renunciada y no se interrumpe sino en los limitados casos exceptuados en la ley. Pues bien, de todas estas características que se han mencionado emerge que una vez que se da el supuesto de hecho que el legislador ha señalado como comienzo del término de caducidad, él indefectiblemente empieza a correr y en ningún caso queda en manos de alguna de las partes la posibilidad de variar el término prefijado en la ley.
PROMESA DE COMPRAVENTA – Ejecución instantánea – Caducidad de la acción – Cómputo 
Así las cosas, teniendo en cuenta que el objeto del contrato de promesa de compraventa que dio lugar al presente litigio es de ejecución instantánea, pues por medio del mismo el promitente vendedor se obligó a vender unos predios y a su vez el promitente comprador se obligó a pagar un precio por éstos, que éste no se encontraba sujeto a liquidación según las disposiciones previstas en el estatuto contractual vigente para la fecha en la que se celebró y que las partes no dieron cumplimiento a la obligación de celebrar el contrato prometido; es evidente que el término de dos (2) años de caducidad de la acción consagrados en el artículo 136 del C.C.A. deben contabilizarse a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento, es decir, a partir del día siguiente al que se verifique el incumplimiento de la obligación de celebrar el contrato prometido. 
[…] En conclusión, en tratándose de contratos de promesa de compraventa cuyo objeto es de ejecución instantánea y que no se encuentran sujetos a liquidación, tal como el que dio lugar al asunto que ahora se revisa por la vía de la apelación, el término de caducidad de dos (2) años debe contarse a partir del día siguiente al que se verifica el incumplimiento de la obligación de celebrar el contrato prometido. 
CONTROVERSIAS CONTRACTUALES – Término de caducidad – Cómputo 
Es de precisar en éste punto que el momento a partir del cual debe contarse el término de caducidad de la acción de controversias contractuales en los contratos de promesa de compraventa no se constituye en una regla general, pues deberá determinarse en cada caso el tipo de prestaciones convenidas, luego si lo que ocurre en un determinado asunto es que en un contrato de promesa las partes acuerdan prestaciones u obligaciones cuyo cumplimiento se difiere en el tiempo, es evidente que éste tipo de contratos sí requieren liquidación, razón por la cual el momento a partir del cual debe contarse el término de caducidad será diferente. 
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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 28 de febrero de 2013 proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquía, mediante la cual se declaró como probada la excepción de caducidad de la acción y se declara inhibido para emitir un pronunciamiento de fondo sobre el asunto. 

I. ANTECEDENTES

1. Lo Pretendido

El 28 de julio de 1995
 la Sociedad Paisajes Ltda.  presentó demanda, posteriormente subsanada el 9 de octubre de 1995
 contra el Departamento de Antioquia solicitando que se declarara el incumplimiento del contrato de promesa de compraventa sobre bienes inmuebles y del contrato de ejecución de obras materiales suscrito entre estos el 3 de noviembre de 1992, así como también de los Acuerdos de mayo de 1991 y mayo de 1992 en lo relativo a las áreas a enajenar y el precio a pagar.

Solicita, como consecuencia de las anteriores declaraciones, que se condene al demandado al reconocimiento y pago de los perjuicios materiales que le fueron ocasionados en las modalidades de daño emergente y lucro cesante.

Pide que se condene al demandado al pago de las sumas equivalentes a $10´000.000, por concepto de las fallas continuas en los taludes; a la suma de $50´000.000,00, por concepto de los derrumbes generalizados y continuos presentados sobre los terrenos; a la suma de $10´000.000,00, por concepto de aguas perdidas; a la suma de $50´000.000,00, por concepto de asentamiento general del terreno, a la suma de $10´000.000,00, por concepto de pérdidas de cultivos; y a la suma de $20´000.000,00, por concepto de disminución general del agua.   

2. Los hechos en que se fundamentan las pretensiones.

El 18 de mayo de 1987 mediante el Acta No. 4 la Junta de Valorización del Departamento Administrativo de Valorización del Departamento de Antioquia decretó la construcción y pavimentación de la carretera Alto las Palmas- Aeropuerto José María Córdoba por el Sistema de Valorización.

Mediante la comunicación radicada el 7 de marzo de 1989 bajo el No. 0011315 en el Departamento Administrativo de Valorización Departamental la Sociedad demandante autorizó la ejecución de las obras de construcción y de pavimentación de la carretera referida sobre los predios de su propiedad.

El 3 de noviembre de 1992 la Sociedad Paisajes Ltda., como prometiente vendedora y el Departamento de Antioquia como prometiente comprador celebraron una promesa de compraventa sobre 3 fajas de terreno ubicados en el Paraje de Yarumal de la Ciudad de Rionegro del Departamento de Antioquia, la primera con un área total de 2.290 Mts2, segregada del predio de mayor extensión identificado con la matrícula inmobiliaria No. 020-0027716; la segunda con un área total de 7.791 mts2 segregada del predio de mayor extensión e identificada con la matrícula inmobiliaria No. 020-0027717; y la tercera con un área total de 1.146 mts2 segregada del predio de mayor extensión, identificada con la matrícula inmobiliaria No. 020-0029941. 

Como precio de las fajas de terreno prometidas a compravender se pactó la suma equivalente a $13´374.200,00 que serían pagados así: $5´599.011,64 a la firma del documento que contiene la promesa, a título de abono a la contribución asignada por concepto de la construcción y pavimentación de la carretera; y el saldo restante, esto es, la suma de $7´775.188,36 dentro de los 30 días siguientes a la fecha de registro de la correspondiente escritura. 

Mediante la cláusula octava las partes convinieron que el día en que se firmara la escritura de compraventa la sociedad Paisajes Ltda. haría la entrega material de los bienes inmuebles objeto de la promesa de compraventa al Departamento de Antioquía.   

A través de la cláusula novena se convino que la escritura pública que perfeccionaría el contrato prometido se otorgaría en un plazo máximo de treinta (30) días contados a partir de la suscripción de la promesa de compraventa en la Notaría de la Ciudad a la que le correspondiera por reparto. 

Llegado el día en que se suscribiría la correspondiente escritura pública, el Departamento de Antioquía no tenía lista la minuta respectiva o no se la había presentado a la accionante para su firma tal como se había comprometido en el contrato de promesa de compraventa. 

Entre las partes se cruzaron diversas comunicaciones tendientes a procurar de una parte el cumplimiento de las obligaciones a cargo del demandado, y de otra, la firma de la escritura pública de compraventa. 

El 29 de abril de 1993 la accionante instauró demanda en ejercicio de la acción de reparación directa ante el Tribunal Administrativo de Antioquía, desistiendo de la misma el 18 de enero de 1994 en atención a las afirmaciones del demandado tendientes a señalar que no llegaría a un acuerdo en esas condiciones.

Dice que el 20 de septiembre de 1994 el accionado libró mandamiento de pago ejecutivo en su contra. 

Afirma que sólo hasta el 2 de junio de 1995 el Departamento de Valorización Departamental del demandado le comunicó que a partir del 5 de junio de ese mismo año podía presentarse a suscribir el contrato de compraventa en las condiciones económicas inicialmente convenidas.

El 20 de junio de 1995 el representante legal de la accionante compareció a la notaría respectiva y ante los incumplimientos reiterados en los que incurrió el accionado se negó a suscribir la escritura pública de compraventa. 

3. El trámite procesal.

Admitida que fue la demanda y noticiado el demandado Departamento de Antioquia del auto admisorio, el asunto se fijó en lista y dentro del término el accionado le dio respuesta oponiéndose a las pretensiones formuladas.

Después de decretar y practicar pruebas, se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que alegaran de conclusión, oportunidad que sólo fue aprovechada por las partes.

II.  LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL.

En sentencia del 28 de febrero de 2013 el Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia declaró como probada de oficio la excepción de caducidad de la acción y se declaró inhibido para emitir un pronunciamiento de fondo sobre el asunto.

Para tomar esta decisión el Tribunal expuso las siguientes razones:

Precisa que teniendo en cuenta lo convenido en la cláusula novena del contrato de promesa de compraventa celebrado entre las partes el 3 de noviembre de 1992, éstas debían suscribir la escritura que lo perfeccionaría a más tardar hasta el 15 de diciembre de 1992 y que no obstante no haberse suscrito la referida escritura, éstas no procedieron a modificar ni mucho menos adicionar la promesa de compraventa inicialmente celebrada.

Dice que la sociedad accionante sólo hasta el 20 de junio de 1995, después de haber presentado demanda en ejercicio de la acción de reparación directa, de haber desistido de la misma y haber adelantado conversaciones tendientes a que se suscribiera la escritura de compraventa procedió a presentar la respectiva demanda en ejercicio de la acción de controversias contractuales.

Hace referencia al artículo 136 del C.C.A. y a sus diversas modificaciones, así como también trae a cuento una sentencia proferida por la Sección Tercera de ésta Corporación el 4 de diciembre de 2006 bajo el radicado No. 15239 relativa a las normas aplicables para contar el término de caducidad de la acción contractual, para luego concluir que teniendo en cuenta que en el contrato de promesa de compraventa del 3 de noviembre de 1992 se acordó que la escritura pública mediante la cual éste se perfeccionaría se otorgaría en un plazo máximo de 30 días contados desde su suscripción, es decir hasta el 15 de diciembre de 1992, no habiéndose otorgado en esa fecha el término de 2 años de caducidad empezaría contarse desde el 16 de diciembre de 1992, razón por la cual para la fecha en la que se presentó la demanda, esto es, el 28 de julio de 1995 ya había operado el fenómeno de caducidad de la acción.

Con base en las anteriores consideraciones declara de oficio la excepción de caducidad de la acción interpuesta y se inhibe de emitir un pronunciamiento de fondo sobre el asunto. 

Por último, niega  la pretensión relativa a la condena en costas al no encontrar evidencia de que alguna de las partes haya incurrido en temeridad al acudir a la jurisdicción ni en maniobra dilatoria alguna 

III. EL RECURSO DE APELACIÓN.

Contra lo así resuelto la Sociedad demandante interpuso el recurso de apelación con fundamento en las siguientes razones:

Dice que el Tribunal de primera instancia incurrió en una equivocación monumental al declarar la excepción de caducidad de la acción en contradicción con las pruebas arrimadas al plenario.

En efecto, afirma que de las pruebas allegadas se logró acreditar que se suscribieron acuerdos posteriores a la promesa de compraventa mediante los cuales las partes acordaron voluntariamente ampliar el plazo para suscribir la escritura pública que la perfeccionaría, documentos que el Tribunal de primera instancia no tuvo en cuenta para adoptar su decisión. 

Señala que también existen indicios a través de los cuales se logra evidenciar que en el presente asunto no operó la caducidad de la acción, pues ni el demandado la alegó como excepción, ni ésta fue declarada por el Magistrado que admitió la demanda. 

Afirma que si bien en los acuerdos celebrados con posterioridad a la promesa de compraventa con el objeto de ampliar el plazo de suscripción de la escritura pública no se incluyó la palabra “otro sí”, el artículo 41 de la ley 80 de 1993 no exige una formalidad específica sino únicamente que el acuerdo de voluntades entre las partes se haga constar por escrito. 

Manifiesta que el Tribunal no podía entender como equivocadamente lo hizo que las comunicaciones remitidas por el demandado tenían por objeto distraer al particular para que los términos de caducidad corrieran en su contra.

Hace referencia a unas comunicaciones del 3 de febrero de 1993 y del 1º de marzo de 1995 dirigidas por la asesora jurídica del demandado a la accionante, para luego señalar que de su lectura se lograba evidenciar que para esas fechas el accionado consideraba oportuno discutir el contenido del texto de la minuta de la escritura pública, que no habían empezado a transcurrir los 30 días para su suscripción y que dicho término sólo se podía empezar a contar a partir de la fecha en la que se hubiera repartido la minuta finalmente aprobada entre las notarías de la Ciudad.

Aduce que el término de caducidad de la acción interpuesta únicamente podía empezar a transcurrir con posterioridad a la comunicación del 1º de marzo de 1995 y que con la presentación de la demanda el 28 de julio de 1995 dicho término se interrumpió.

Por último, señala que no puede existir caducidad de la acción en el presente asunto cuando ambas partes en el proceso reconocieron como cierto el hecho de que sólo hasta el 2 de junio de 1995 el demandado le informó a la accionante que desde el 5 de junio podía presentarse a suscribir el contrato de compraventa en las condiciones económicas inicialmente acordadas. 

Con base en lo anterior, la Sociedad recurrente solicita que se revoque la decisión de primera instancia y que en su lugar se acceda a las súplicas de la demanda.

IV. EL CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público guardó silencio en este asunto. 

No advirtiéndose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado se procede a desatar la alzada previas las siguientes.

V.  CONSIDERACIONES
Para resolver lo pertinente, la Sala, retomando la problemática jurídica propuesta por el actor en el presente asunto, precisará el alcance de los conceptos adoptados como ratio decidendi para sustentar su decisión así: 1) La caducidad de las acciones y la perentoriedad de sus términos; 2) Término de caducidad de la acción de controversias contractuales en los contratos de promesa de compraventa – regla aplicable al asunto; 3) La solución del caso concreto. 
1. La caducidad de las acciones y la perentoriedad de sus términos.
En lo relativo a la perentoriedad de los términos de caducidad, ya ésta Subsección había señalado que: 
“La caducidad  de la acción como fenómeno jurídico implica la imposibilidad de formular ante la jurisdicción unas determinadas pretensiones habida cuenta de que ha transcurrido el término que perentoriamente ha señalado la ley para ejercitar la correspondiente acción.

La seguridad jurídica y la paz social son las razones que fundamentalmente justifican el que el legislador limite desde el punto de vista temporal la posibilidad de aducir ante el juez unas concretas pretensiones y por ello se dice que la caducidad protege intereses de orden general.

Los términos para que opere la caducidad están siempre señalados en la ley y las normas que los contienen son de orden público, razones por las cuales son taxativos y las partes no pueden crear término alguno de caducidad.

La caducidad opera de pleno derecho, es decir que se estructura con el solo hecho de transcurrir el tiempo prefijado para ello, y por lo tanto el juez puede y debe decretarla aún de oficio cuando aparezca que ella ha operado.

La caducidad produce sus efectos frente a todas las personas sin que sea admisible ninguna consideración sobre determinada calidad o condición de alguno de los sujetos que interviene en la relación jurídica o que es titular del interés que se persigue proteger mediante la respectiva acción.

Finalmente la caducidad, precisamente por ser de orden público, no puede ser renunciada y no se interrumpe sino en los limitados casos exceptuados en la ley.

Pues bien, de todas estas características que se han mencionado emerge que una vez que se da el supuesto de hecho que el legislador ha señalado como comienzo del término de caducidad, él indefectiblemente empieza a correr y en ningún caso queda en manos de alguna de las partes la posibilidad de variar el término prefijado en la ley.

Por consiguiente si, cuando es menester la liquidación del contrato, hay un plazo legalmente señalado para realizarla, bien sea de común acuerdo o bien sea de manera unilateral, y si la caducidad de la acción contractual empieza a correr a partir de la respectiva liquidación, es conclusión obligada que si el plazo legalmente previsto para realizar la liquidación concluye sin que esta se hubiere hecho, irremediablemente el término de caducidad habrá empezado a correr a partir de la conclusión de este último momento y por ende ninguna incidencia tendrá en el término de caducidad una liquidación posterior.

Sostener lo contrario sería tanto como argumentar que el término de caducidad puede quedar al arbitrio de alguna de las partes.

En efecto, de no ser como se viene afirmando se llegaría a la extraña e ilegal situación de existir un término de caducidad superior al previsto en la ley en virtud de la decisión de alguna de las partes, tal como ocurriría por ejemplo en la hipótesis en que la liquidación del contrato viene a hacerse después de haber transcurrido trece (13) o más meses desde que concluyeron los plazos legalmente previstos para liquidar el contrato.

Y es que la posición que aquí se critica impondría la obligada pero errada e ilegal conclusión consistente en que el término de caducidad ya no sería de dos años contados a partir del momento en que vencieron los términos legales para liquidar el contrato, sino de treinta y tres o más meses (13 o más desde el vencimiento de los términos legales para liquidar el contrato y 24 más a partir de la liquidación extemporánea), todo por decisión de quien o quienes liquidaron el contrato por fuera de los términos legalmente previstos para ello.”
 
.

2. Término de caducidad de la acción de controversias contractuales en los contratos de promesa de compraventa – regla aplicable al asunto.
En lo relativo al término de caducidad de la acción de controversias contractuales y el momento a partir del cual debe contarse resultan aplicables las reglas contenidas en el No. 10 del artículo 136 del C.C.A., modificado a su vez por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998 y a cuyo tenor se lee:

“ART. 136. Caducidad de las acciones.

(…)

10. En las relativas a contratos, el término de caducidad será de dos (2) años que se contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento.

En los siguientes contratos, el término de caducidad se contará así:

a) En los de ejecución instantánea, a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes a cuando se cumplió o debió cumplirse el objeto del contrato;

b) En los que no requieran de liquidación, a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes, contados desde la terminación del contrato por cualquier causa;

c) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la firma del acta;

d) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si la administración no lo liquidare durante los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o, en su defecto del establecido por la ley, el interesado podrá acudir a la jurisdicción para obtener la liquidación en sede judicial a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar;

“e) <Literal condicionalmente EXEQUIBLE> La nulidad absoluta del contrato podrá ser alegada por las partes contratantes, por el Ministerio Público o cualquier persona interesada, dentro de los dos (2) años siguientes a su perfeccionamiento. Si el término de vigencia del contrato fuere superior a dos (2) años, el término de caducidad será igual al de su vigencia, sin que en ningún caso exceda de cinco (5) años, contados a partir de su perfeccionamiento. En ejercicio de esta acción se dará estricto cumplimiento al artículo 22 de la Ley "por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia".

f) La nulidad relativa del contrato, deberá ser alegada por las partes dentro de los dos (2) años, contados a partir de su perfeccionamiento”.

Ahora, para determinar el momento a partir del cual se deben contar los dos (2) años de caducidad de la acción de controversias contractuales en tratándose de contratos de promesa de compraventa no sujetos a liquidación es necesario hacer referencia al artículo 861 del Código de Comercio que dispone que la promesa de celebrar un contrato o negocio jurídico genera una obligación de hacer consistente en la celebración del contrato prometido, luego sí la celebración de una promesa de compraventa genera la obligación de celebrar el contrato prometido, no puede decirse que su cumplimiento produzca o genere una obligación de liquidarlo.

De otra parte el artículo 287 del Decreto 222 de 1983, aplicable al presente asunto por la época en la que se celebró el contrato de promesa de compraventa, esto es 3 de noviembre de 1992, preveía que los contratos debían liquidarse: i) Cuando se haya declarado la caducidad administrativa mediante providencia debidamente ejecutoriada; ii) Cuando las partes lo den por terminado de común acuerdo; iii) Cuando se haya declarado su nulidad mediante providencia debidamente ejecutoriada y; iv) Cuando la autoridad competente haya declarado su terminación unilateral.

Adicionalmente, dicha norma preveía que los contratos de suministro y de obra pública debidamente ejecutados también debían ser liquidados.    

Así las cosas, teniendo en cuenta que el objeto del contrato de promesa de compraventa que dio lugar al presente litigio es de ejecución instantánea, pues por medio del mismo el promitente vendedor se obligó a vender unos predios y a su vez el promitente comprador se obligó a pagar un precio por éstos, que éste no se encontraba sujeto a liquidación según las disposiciones previstas en el estatuto contractual vigente para la fecha en la que se celebró y que las partes no dieron cumplimiento a la obligación de celebrar el contrato prometido; es evidente que el término de dos (2) años de caducidad de la acción consagrados en el artículo 136 del C.C.A. deben contabilizarse a partir del “día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento”, es decir, a partir del día siguiente al que se verifique el incumplimiento de la obligación de celebrar el contrato prometido. 

Con otras palabras, teniendo en cuenta que la promesa de compraventa no es un contrato que se encuentre sujeto a liquidación y que las partes acordaron un plazo determinado para dar cumplimiento a la obligación de celebrar el contrato prometido, una vez vencido dicho plazo sin que éste se haya celebrado, se verifica el incumplimiento de las obligaciones a cargo de las partes, fecha ésta desde la cual deben contarse los dos (2) años de caducidad de la acción previstos en la Ley.   

En conclusión, en tratándose de contratos de promesa de compraventa cuyo objeto es de ejecución instantánea y que no se encuentran sujetos a liquidación, tal como el que dio lugar al asunto que ahora se revisa por la vía de la apelación, el término de caducidad de dos (2) años debe contarse a partir del día siguiente al que se verifica el incumplimiento de la obligación de celebrar el contrato prometido. 

Es de precisar en éste punto que el momento a partir del cual debe contarse el término de caducidad de la acción de controversias contractuales en los contratos de promesa de compraventa no se constituye en una regla general, pues deberá determinarse en cada caso el tipo de prestaciones convenidas, luego si lo que ocurre en un determinado asunto es que en un contrato de promesa las partes acuerdan prestaciones u obligaciones cuyo cumplimiento se difiere en el tiempo, es evidente que éste tipo de contratos sí requieren liquidación, razón por la cual el momento a partir del cual debe contarse el término de caducidad será diferente. 

3. La solución del caso concreto.

En el asunto que ahora se resuelve por la vía de la apelación se encuentra que entre la Sociedad Paisajes Ltda., como prometiente vendedora y el Departamento de Antioquia como prometiente comprador celebraron una promesa de compraventa el 3 de noviembre de 1992 sobre 3 fajas de terreno ubicados en el Paraje de Yarumal de la Ciudad de Rionegro del Departamento de Antioquia, la primera con un área total de 2.290 Mts2, segregada del predio de mayor extensión identificado con la matrícula inmobiliaria No. 020-0027716; la segunda con un área total de 7.791 mts2 segregada del predio de mayor extensión e identificada con la matrícula inmobiliaria No. 020-0027717; y la tercera con un área total de 1.146 mts2 segregada del predio de mayor extensión, identificada con la matrícula inmobiliaria No. 020-0029941 (Fols. 196 a 205 del C. No. 1).  

Como precio de las fajas de terreno prometidas a compravender se pactó la suma equivalente a $13´374.200,00 que serían pagados así: $5´599.011,64 a la firma del documento que contiene la promesa, a título de abono a la contribución asignada por concepto de la construcción y pavimentación de la carretera; y el saldo restante, esto es, la suma de $7´775.188,36 dentro de los 30 días siguientes a la fecha de registro de la correspondiente escritura (Fol. 202 del C. No. 1). 

Mediante la Cláusula Novena de la promesa de compraventa las partes convinieron que “el otorgamiento de la escritura pública de compraventa en la Notaría de esta ciudad que por reparto le corresponda, se hará en un plazo máximo de treinta (30) días hábiles, contados a partir de la fecha de su perfeccionamiento, entendiéndose por tal la suscripción de las partes” (Fol. 203 del C. No. 1). 

Así las cosas, teniendo en cuenta que la promesa de compraventa que celebraron las partes, como ya se ha dicho reiteradamente, se celebró el 3 de noviembre de 1992 y que las partes acordaron que la escritura pública se otorgaría dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes a su suscripción, no habiéndose celebrado el contrato prometido dentro de dicho término, el término de caducidad de dos (2) años empezó a contarse a partir del día siguiente al vencimiento de esos treinta (30) días hábiles.

Con otras palabras, habiéndose celebrado el contrato de promesa de compraventa el 3 de noviembre de 1992, los treinta (30) días hábiles que las partes acordaron para otorgar la escritura pública vencieron el 20 de enero de 1993, y como las partes no celebraron el contrato de compraventa prometido dentro de dicho plazo, la caducidad de dos (2) años se consolidó el 21 de enero de 1995.

Como la demanda se presentó el 28 de julio de 1995
, es evidente que para esa fecha la caducidad de la acción de controversias contractuales ya había operado.
3.1. Los argumentos que trae la recurrente tendientes a aseverar que a través de las diversas comunicaciones arrimadas al expediente las partes acordaron prorrogar el plazo inicialmente convenido para suscribir la escritura pública resultan del todo improcedentes, pues de la lectura de las mismas se logra evidenciar que ninguna de las partes manifestó su voluntad clara y expresa de prorrogar el plazo para suscribir la respectiva escritura pública.

En efecto, por medio de las comunicaciones visibles a folios 72,76,99, 115,116,117,118,199,120,122,123,144,145,147,152,153 del cuaderno No. 1, entre otras, la sociedad accionante requiere al demandado para que realice unas obras sobre los predios objeto del contrato de promesa, pero de la lectura de las cláusulas de dicho contrato lo que se evidencia es que las partes no sujetaron el otorgamiento de la escritura pública a la realización de dichas obras, razón por la cual la Sala estima que las argumentaciones del recurrente dirigidas a señalar que las referidas comunicaciones podrían modificar el momento a partir del cual debe contarse el término de caducidad resultan del todo improcedentes.

Pero además mediante la certificación suscrita el 25 de noviembre de 1995 (Fol. 145 del C. No. 1) el Notario 21 del Circuito de Medellín hace constar que si bien el demandado allegó la minuta de la escritura pública con un año de anterioridad, ésta fue retirada por el representante legal de la sociedad accionante con el objeto de realizar unas correcciones que a su juicio resultaban indispensables y que ésta no había sido devuelta para su legalización; documento con el cual se desvirtuaría el alegado incumplimiento del demandado.

Y como así lo vio y lo decidió el Tribunal de primera instancia la sentencia apelada deberá ser confirmada en el sentido de declarar como probada la excepción de caducidad de la acción de controversias contractuales por las razones expuestas en ésta providencia.

En mérito de lo expuesto la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre la de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia apelada en el sentido de declarar como probada la excepción de caducidad de la acción de controversias contractuales formulada por el demandado, pero por las razones expuestas en ésta providencia. 

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de Origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ              GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

     Presidenta de la Sala de Sección C                                  Magistrado
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA 

Magistrado Ponente 
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